
LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA
A TRAVÉS DE LA PRENSA

MAS SOBRE FUNCIONARIOS

«Se ha dicho, y al parecer va mez-
clado en ello el famoso informe del
Banco Mundial, que en España so-
bran cien mil funcionarios. Así, ni
más ni menos.

Cuando vemos cómo en casi todos
los países el «funcionarismo» va a
más y somos nosotros de lo más
discretito en ese aspecto, se nos insta
a reducir, si es posible y con todas
las consecuencias que esto lleva con-
sigo, cien mil funcionarios.

Y esto ocurre cuando, desde hace
unos años, están en marcha varios
Ministerios nuevecitos, con su mo-

derno y flamante personal y cuando
en varias esferas se clama por la
creación de otros nuevos, como, por
ejemplo, el de Sanidad y Previsión
Social, que, dados los avances en
este sentido, está siendo de una ne-
cesidad casi apremiante.

Pero aún hay otro contrasentido
más fuerte, y es que la medida res-
trictiva se señala cuando todos sa-
bemos que en las oficinas públicas
de la mayor parte de los Ministerios
se multiplican los expedientes y los
documentos hasta constituir verda-
deras montañas. Además ha termi-
nado ya la leyenda del funcionario
que no iba a la oficina o que si iba
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lo hacía para leer el periódico. Aho-
ra, en la oficinas de muchos depar-
tamentos ministeriales, se trabaja la
jornada intensiva de ocho de la ma-
ñana a tres de la tarde, sin que los
funcionarios levanten cabeza, ni ha-
gan tertulias, ni lean los periódicos,
y en muchas de estas oficinas aún se
trabaja por la tarde horas extraor-
dinarias.

Porque ¿cree nadie que con lo que
ha aumentado la construcción de
edificios y se han multiplicado las
industrias y el comercio son sufi-
cientes los actuales funcionarios de
Hacienda?, pondremos por ejemplo.
¿O es que cabe en cabeza humana
que el actual presupuesto de la na-
ción podría cubrirse y aun superarse
si no fuera por el esfuerzo excep-
cional de los funcionarios de Ha-
cienda? Sin embargo, el aumento
de esos funcionarios no ha sido ex-
cesivo en estos últimos años.

Pues ¿y en Educación Nacional?
¿Cuántos muchachos estudiaban an-
tes y cuántos ahora? Así ocurre que
las menguadas oficinas de los cen-
tros de enseñanza son de una for-
midable y casi permanente constan-
cia en el trabajo: mañana, tarde y,
a veces, noche.

¿Y qué diremos de los funciona-
rios de Gobernación? ¿Son ahora los
mismos servicios que hace un par de
lustros?

Así iríamos analizando Ministerio
por Ministerio y llegaríamos a la
conclusión de que, aun cuando se
hagan las reorganizaciones que se
puedan concebir en el papel, en la
mayoría de ellos se está trabajando
a todo ritmo y no sólo no se pueden
suprimir, sino que sería necesario
aumentar los funcionarios.

Porque nadie creerá que con las
nuevas leyes económicas se simpli-

fican las cosas, sino que, por el con-
trario, es posible que el «papeleo»,
que ya es un poco de epidemia, tome
mayores proporciones.

Quedemos, sin embargo, a la ex-
pectativa para ver cómo puede pres-
cindir de funcionarios un Estado
que, gracias a Dios, toma cada vez
mayores vuelos en todos los aspectos.

Es natural que los veteranos fun-
cionarios que entraron al servicio
del Estado tras rigurosas oposiciones
y que ven tan tremendamente in-
crementado su trabajo piensen se-
riamente en esperar a que las nuevas
leyes dejen resquicios para que, re-
conocidos estos largos servicios y se-
ñaladas unas jubilaciones decorosas
y a tono con el nivel de vida, pue-
dan retirarse y dejar abundantes
huecos en la Administración pública
para que se cubran con savia nueva
y se puedan desarrollar orientacio-
nes nuevas y procedimientos ultra-
rrápidos que ahora no se conciben
entre tantas, montañas de expedien-
tes, de documentos e instancias, de
recursos y de estadísticas.

Y en esto hará muy bien el Es-
tado, facilitando el bien ganado des-
canso a unos y abriendo nuevos ho-
rizontes a una juventud estudiosa
que precisa trabajar con ahinco y
colocarse en la vida.

Un paso importante se ha dado
con la Ley de Bases de Funcionarios
del Estado, publicada el día 23 de
julio pasado, en la que, con el deseo
de mejorar la calidad de la función
pública en todos sus niveles, se crea
un Cuerpo Administrativo que li-
berará al técnico de las funciones
ejecutivas y secundarias que hoy
desempeña, y se crea también el
diploma de directivo, que ha de ser
un gran aliciente para atraer al ser-
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vicio de la Administración a la ju-
ventud estudiosa más calificada.

No será fácil aplicar un sueldo
base único a todos los funcionarios
sin que a cada Cuerpo y categoría
se aplique un coeficiente justo y
ponderado, porque hasta ahora no
todos los Ministerios han sido igua-
les, ni todos los funcionarios han
ingresado al servicio de la Admi-
nistración por los mismos procedi-
mientos, ni la misma función tiene
nada de similar. La función de cada
Ministerio, la forma de ingreso en
cada caso, los títulos académicos, la
antigüedad, etc., han de pesar, sin
duda, en futuras reglamentaciones.

Importante es que el nuevo Esta-
tuto reconozca, siempre que el ser-
vicio lo consienta, la inamovilidad
en la residencia tan respetada en
los últimos años y que constituyó
una lógica y vieja aspiración de los
servidores del Estado.

Excelente también el sistema de
recompensas y de asistencia social,
así como el fomento de construcción
de viviendas, residencias de verano,
instalaciones deportivas, institucio-
nes educativas, sociales, cooperativas
y recreativas y cuanto contribuya al
mejoramiento de su nivel de vida,
condiciones de trabajo y formación
profesional y social.

Estamos, pues, ante una profunda
evolución del «funcionarismo» esta-
tal. Es lógico que así ocurra en un
Estado moderno, y los primeros pa-
sos con el Estatuto de referencia
son alentadores.

Rendimos, no obstante, tributo de
admiración a los veteranos servido-
res de la Administración pública
que conocieron un Estado lánguido
y que supieron, con el Movimiento
Nacional, esforzarse y excederse en

el servicio, con sueldos escasos y mo-
destas gratificaciones.

Es de esperar que las nuevas orien-
taciones traigan también, con un
Estado moderno en marcha progre-
siva, la redención para hoy y para
mañana de estos españoles tan be-
neméritos de la patria» (1).

MÁS AGILIDAD
EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

«Nuestras Cortes han abordado en
la Ley de Bases de 20 de julio pa-
s a d o la modernización del r é g i -
men de los funcionarios c i v i l e s
del Estado, base de la eficacia ad-
ministrativa. Conviene no perder de
vista, sin embargo, que, como el coro
en la tragedia griega, el verdadero
protagonista de toda reforma admi-
nistrativa son los ciudadanos, los
administrados. La voz de estos ad-
ministrados anónimos, tantas veces
iniciada, es la que queremos traer
a nuestras páginas.

El español sabe muy bien de las
molestias, entorpecimientos, trámi-
tes inagotables que el funcionario a
veces le impone. Nuestra literatura
de todos los tiempos ha dado buena
cuenta de este descontento: «En los
empleos públicos —dice un personaje
de Galdós— tiene usted la ' explica-
ción de la inercia nacional, de esta
paralización que se traduce luego
en ignorancia, en envidia, en po-
breza.»

Ha contado y cuenta nuestra Ad-
ministración con especialistas com-
petentes. No ha existido nunca, en

(1) RAMÓN CELMA BERNAL, en El
Ideal Gallego, de La Coruña, de 19 de
octubre de 1963, y en el Correo de
Andalucía de 22 de octubre de 1963,
entre otros.
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cambio, un verdadero cuerpo de ad-
ministradores generales, descubierto
hace ya tiempo en otros países, tan-
to en la empresa privada como en
la esfera pública. Sin embargo, es-
tos administradores son imprescin-
dibles para impulsar y dirigir la
complicada maquinaria administra-
tiva. Estamos demasiado acostum-
brados en nuestro país a ver funcio-
narios de formación y título supe-
riores desempeñando tareas de pura
ejecución. Tanto como a otros de
escasa o nula preparación al frente
de puestos de trabajo que exigen
una formación del grado que sólo
nuestras Universidades pueden faci-
litar. Las consecuencias de esta in-
adecuación no pueden pasar inad-
vertidas en una sociedad de recur-
sos escasos que dilapida, no obstan-
te, la gran inversión que un titulado
supone. El problema requería una
profunda reforma estructural como
la que finalmente ha emprendido la
citada Ley de Bases. La creación
de un Cuerpo técnico al que se
encomiendan las altas tareas de
gestión y dirección es una de las
innovaciones más importantes de la
reforma. Se crea, además, un Cuer-
po administrativo, según la escala
de la nueva estructura, que liberará
al Cuerpo técnico—son palabras del
texto legal—de las funciones se-
cundarias.

Nuestro tiempo se caracteriza por
ser la era de la especialización. Pero
en una época en que «el poder. está
tan desarrollado y el conocimiento
tan disperso» se hace cada vez más
indispensable la especialización en
lo general. Se necesitan hombres
que al nivel de conocimientos que
esta tarea requiere sepan armoni-
zar las diferentes ramas técnicas,
enmarcándolas en los fines institu-

cionales de la Administración. Sin
ellos se caería en un despilfarro de
recursos intelectuales que ni bene-
ficiaría al Estado ni sería tolerado
por una sociedad dinámica como
la actual.

Nos hallamos en unos momentos
de honda transformación, y la Ad-
ministración pública modifica sus
cuadros para adaptarse a las nue-
vas exigencias» (2).

MÁS ALLÁ DEL «CANTONALISMO

ADMINISTRATIVO»

«Al crear unos Cuerpos generales
comunes a toda la Administración
central, la Ley de Bases quiere aca-
bar con el actual «cantonalismo» ad-
ministrativo. Y al confirmar como
escalafón superior de ellos un Cuer-
po técnico selecto, de formación su-
perior y espíritu empresarial, se tra-
ta de poner remedio a la falta de
preparación de muchos funcionarios
que desempeñan tareas de responsa-
bilidad.

No puede esperarse, sin embargo,
que los nuevos Cuerpos vayan a sur-
gir milagrosamente de la nada, y
para formarlos, en un principio ha-
brá que reclasificar a los funciona-
rios existentes. En este punto, como
en cualquier reforma en materia de
personal, existe el peligro de dejarse
llevar por un respeto reverencial a
intereses creados, cuyo mantenimien-
to haría inoperante la reforma que
se emprende.

Toda reforma implica por defini-
ción un cambio en la situación an-
terior, y siempre hay que prever que

(2) Arriba de 10 de noviembre. Se-
villa de 14 de noviembre y Arriba Es-
paña, de Pamplona, de 15 de noviem-
bre de 1963, entre otros.
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queden contrariados quienes funda-
ban sus privilegios o sus expectati-
vas en la perseverancia de los vicios
y lagunas del sistema anterior. Tra-
tar de que la reforma no afecte a
esas situaciones supondría diferir
ad calendas graecas sus efectos be-
neficiosos ; es decir, equivaldría a
no hacer reforma alguna.

Una Administración eficiente es
condición indispensable para el éxito
del Plan de Desarrollo en el que es-
tán fijos los ojos de los españoles,
y no puede subordinarse a criterios
benéficos o de mal entendida bene-
volencia. Los pretendidos «derechos
adquiridos» a un nombre o a una
categoría no pueden hacer olvidar el
derecho fundamental de treinta mi-
llones de españoles a una Adminis-
tración eficaz. En este sentido, la.
Ley ha obrado cuerdamente al se-
ñalar requisitos inflexibles para el
ingreso en el nuevo Cuerpo técnico
desde el principio.

Esta rigidez en las soluciones ins-
titucionales no se opone a la consi-
deración de aquellos casos aislados
que legítimamente la tengan adqui-
rida.

Estamos seguros de que a la hora
de establecer el régimen transitorio,
el legislador no olvidará la debida
consideración y respeto para las si-
tuaciones actuales, en la medida en
que este respeto sea compatible con
la apremiante renovación y puesta
al día de la Administración pública.
Lo que no cabe imaginar es que la
reforma que las Cortes han querido
implantar pueda quedar reducida por
el régimen transitorio a un mero
cambio de denominación de los Cuer-
pos de funcionarios. Porque ni el
hábito hace al monje ni las pala-

bras poseen el poder taumatúrgico
de transformar la realidad» (3).

LA REFORMA

DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

ESPAÑOLA (4)

«El funcionario público español
ha sido protagonista de un largo
anecdotario en el que, generalmente,
sale zarandeado con dureza. La iro-
nía, la crítica, el ataque y la pro-
testa han pasado por el teatro, la
novela, el periódico y todos los ór-
ganos y medios de comunicación pú-
blica con el funcionario como blan-
co. Y, quizá, desde Larra hasta
nuestros días, el problema fue asido
en la mayoría de los casos por los
pelos o por las ramas, partiendo casi
siempre de ese suceso, aislado y per-
sonal, en que un ciudadano se dirige
a la ventanilla de un organismo ofi-
cial con una instancia en la mano.

Pero, como ocurre siempre, el pro-,
blema es más hondo que todo eso.
Siguiendo la corriente de otros paí-
ses, la Administración española creó
organismos y equipos de autoauscul-
tación y estudio para buscar las
causas del mal y encontrar el opor-
tuno remedio. Hoy en España se
conoce perfectamente el diagnóstico,
y, en los sectores más rigurosos con
la verdad, suena ya a tópico la anéc-
dota de «vuelva usted mañana». Las
dificultades en las ventanillas no
están en el funcionario que plantea
una «pega», sino en el sistema de la
propia ventanilla y la propia razón
de ser de aquel funcionario con-
creto.

Y esto plantea, nada menos, la

(3) Arriba, 13 de noviembre de 1963.
(4) Gaceta Ilustrada, 16 de noviem-

bre de 1963.
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reforma de toda la Administración.
Lo que viene a decir que ciertas re-
glamentaciones y hasta ciertas leyes
administrativas posiblemente, incluí-
dos los principios básicos que las ins-
piraron, no nos valen en la hora
actual.

El segundo paso de esta tarea fue
abordado en la Ley de Bases de 20
de julio pasado, que formula la mo-
dernización del régimen de funcio-
narios del Estado. La propia Admi-
nistración había dado ya el pi'imer
paso al admitir los fallos observa-
dos. El camino está, pues, abierto y
en movimiento. La Administración
pública habrá de sumarse a la agi-
lidad y fluidez de los tiempos que
así lo exigen y cuyo ejemplo más
vivo y expresivo podríamos hallarlo
en el Plan de Desarrollo, que ejerce-
rá, sin duda, una beneficiosa influen-
cia, aunque sea por inducción cola-
teral o paralela, en la reforma ya
en marcha del régimen de los fun-
cionarios del Estado.»

DESARROLLO

Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

«En los umbrales de la etapa eje-
cutiva del Plan de Desarrollo Eco-
nómico se hace necesario tomar con-
ciencia nuevamente respecto a las
implicaciones entre desarrollo y Ad-
ministración pública.

Es obvio que una administración
anquilosada por métodos y sistemas
caducos o inoperantes no sólo cons-
tituiría el más grave obstáculo a las
premisas de la planificación, sino
que incluso resultaría incompatible
con las metas de crecimiento eco-
nómico trazadas en torno a supues-
tos de racionalización y productivi-
dad empresarial.

Así lo primero que ha de tenerse
en cuenta, desde un punto de vista
económico, es el carácter de empre-
sa que reviste la Administración pú-
blica, con la única y notoria dife-
rencia por otra parte, de una ma-
yor responsabilidad ante la sociedad.

Considerada de esta manera, no
cabe duda que la Administración
pública tiene el deber ineludible de
actuar, cuando menos, al mismo ni-
vel de eficiencia, economía y pro-
ductividad que se pide a la empresa
privada. Como ha dicho López Rodó
en la III Semana de Estudios sobre
la Reforma Administrativa también
la Administración pública debe re-
ducir sus costos y aumentar su efi-
cacia, ya que «si se pide a todos los
sectores productivos una mayor dis-
ciplina económica, esa disciplina eco-
nómica debe imponérsela ante todo
a sí misma la propia Administra-
ción.»

Con otras palabras: si la gran
tarea del Plan de Desarrollo consis-
te en remodelar y reestructurar los
sectores productivos, la Administra-
ción debe tomar la delantera, dando
ejemplo a través de una perfecta
adecuación entre medios y fines.
Hasta ahora, y como claramente se
deduce de las palabras del comisario,
no puede decirse que exista una ar-
ticulación administrativa p ú b l i c a
idónea al servicio de los trascenden-
tales objetivos de nuestro desarrollo.

La Administración pública requie-
re en nuestros días sensibilidad y
destreza para el amplio quehacer y
múltiples facetas de la política; la
acción política y social, a cuya fina-
lidad debe servir el Plan de Des-
arrollo Económico, se vería entorpe-
cida si hubiese de discurrir a través
de una administración deficiente-
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mente organizada, falta de iniciati-
va, agilidad y dinamismo.

Evitando caer en abstracciones, di-
gamos ante todo que la Administra-
ción se compone de funcionarios.
Por ello, cualquier reforma adminis-
trativa ha de tener como meta al
servidor de la maquinaria estatal.
El cometido del funcionario, según
hace notar Johannes Messner en un
reciente y magnífico estudio, tiene
extraordinaria importancia para el
logro de las metas del desarrollo.

Ya se sabe que la reforma admi-
nistrativa iniciada en 1957 se abor-
dó con esa explícita finalidad: aco-
plar el complejo aparato burocrático
a las necesidades del futuro des-
arrollo, reformando las estructuras
funcionales; pero, sobre todo, aten-
diendo a la transformación de la
mentalidad funcionarial.

Hasta ahora no puede decirse que
se- haya transformado en la forma
deseada la mentalidad del funcio-
nario. La reforma administrativa va
extendiéndose a casi todas las es-
tructuras cuya racionalización en el
orden mecánico resulta evidente. Sin
embargo, no podemos ignorar que
una buena parte de los cuadros ad-
ministrativos del país en todas las
esferas siguen actuando de acuerdo
con los mismos desfasados criterics
que la reforma pretende arrumbar.

Desarraigar esta mentalidad que
tanto perjudica a la Administración
pública será cuestión de tiempo, pero
también de ir modificando—ésta es
la meta del Estatuto de Funciona-
rios— los mecanismos de promoción
que sirvan de incentivo a los servi-
dores del Estado. La Administración
pública tiene que establecer unos
criterios homogéneos de valoración
de la productividad del funcionario,
normalizar los mecanismos de selec-

ción de personal, crear los estímulos
económicos y de mejora de puesto,
junto a una rigurosa y general cla-
sificación de los puestos de trabajo.
Y todo ello sin olvidar la unificación
de las normas que regulan el pro-
ceso de tramitación administrativa,
sometido todavía a una perturbado-
ra variedad de criterios» (5).

EXENCIÓN TRIBUTARIA
DE LAS RETRIBUCIONES
DE FUNCIONARIOS
INFERIORES A SESENTA MIL
PESETAS

«El artículo 210 del anteproyecto
de reforma del sistema tributario
remitido a las Cortes amplía, cierta-
mente, el límite exento de estas uti-
lidades que antes estaba fijado en
25.000 pesetas hasta la cifra de pe-
setas 40.000; pero no aclara nada
—ni dicho artículo ni otros del an-
teproyecto— sobre que este límite
tenga carácter absoluto, sino que
remite a la legislación anterior, prin-
cipalmente, la Ley de Reformas Tri-
butarias de 26 de diciembre de 1957.
Es decir, que si no se corrige en las
Cortes seguirá sucediendo como an-
tes, y es que al pasar los ingresos
fijos por su cuantía de la cifra de
las 40.000 pesetas se volverá a apli-
car, el tipo del impuesto sobre lo
percibido desde la primera peseta.
Si por otro lado se tiene en cuenta
la tendencia tanto del Estado como
de otras corporaciones y empresas a
subir los sueldos de sus empleados,
a tenor del creciente coste de la vida
que las estadísticas revelan, es obvio
que la aplicación del referido límite

(5) La Nueva España, de Oviedo, de
16 de octubre de 1963.
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quedará inoperante a poco que tales
sueldos suban. Igual puede ocurrir
con los límites señalados para las
familias numerosas.

Tanto si se mantiene en el pro-
yecto de Ley dicho límite propuesto
de las 40.000 pesetas como si éste
hubiera de ampliarse a las 60.000
que la Organización Sindical señala
como objetivo en calidad de míni-
mum vital, lo que pide por unani-
midad la clase media española es
que tal límite—y los de las familias
numerosas—tengan un carácter ab-
soluto ; es decir, que se deduzcan
siempre aplicando los tipos de gra-
vamen a la cifra que rebase esta
cantidad. Así el «límite exento» ten-
drá el carácter social de mínimum
vital, que es lo que los españoles
desean, y, por tanto, cumpliría una
misión de alto sentido en el aspecto
de la «justicia distributiva» que per-
seguía el Ministerio de Hacienda
—a tenor de su memorándum—con
la nueva reforma.

Para destacar las razones de apoyo
de que los límites exentos tengan
carácter absoluto—sobre todo en in-
gresos procedentes del trabajo per-
sonal, y en éste, sueldos—podríamos
citar muchas razones, como lo son,
por ejemplo, la legislación de la ma-
yoría de los países de Europa oc-

cidental, el informe del Banco Mun-
dial y la flamante legislación del
Reino de Marruecos sobre el particu-
rar. Pero no queremos cansar al
lector.

Reiteramos solamente lo que de-
cenas de veces venimos señalando
desde hace cosa de dos años : el es-
tablecimiento de un límite exento
absoluto en el impuesto sobre las
utilidades fijas por su cuantía y pe-
riódicas por su vencimiento respon-
de a ineludibles postulados de justi-
cia distributiva y de sentido social
que no podemos soslayar por el he-
cho de que quien las perciba realice
un trabajo intelectual o de direc-
ción, máxime cuando lo que perciben
muchos empleados «con corbata» es
inferior a las remuneraciones de
obreros técnicos que sólo tributarán,
al parecer, a partir de las 100.000 pe-
setas. Un límite exento—que pueda
tener las características de míni-
mum vital por su generosidad—po-
dría ser las 60.000 pesetas y el tri-
butar en toda clase de trabajos por
lo que rebase de dicha cantidad sería
una solución razonable, que es . la
que tenemos en Europa» (6).—AN-
DRÉS DE LA OLIVA DE CASTRO.

(6) Ideal, de Granada, 20 de no-
viembre de 1963.


	bTitulo: DA-1963, núm. 71. LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA A TRAVÉS DE LA PRENSA


